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Repartido  por  la oficina de Apoyo Judicial de los Juzgados Administrativos del Circuito de Medellín, le correspondió a este Despacho conocer de la presente conciliación prejudicial, el cual procede a pronunciarse en torno al acuerdo conciliatorio celebrado entre el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR – ICBF el cual actúa a través de apoderado judicial y el MUNICIPIO DE ABRIAQUI – ANTIOQUIA que concurre en calidad de convocada, consignado en acta del día diecisiete (17) de abril de 2013. 

ANTECEDENTES

El INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR – ICBF, a través de apoderado judicial presentó solicitud de conciliación prejudicial al Procurador Delegado para que con citación de EL MUNICIPIO DE ABRIAQUI - ANTIOQUIA se realice el Trámite de Conciliación Prejudicial, con base en los siguientes,

HECHOS
1. El Instituto Colombiano de Bienestar familiar adelanta el proceso administrativo de cobro coactivo en contra del Municipio de Abriaqui, por el no pago de aportes parafiscales, establecidos en las resoluciones Nos. 1018 del 27 de junio de 2003 y 2094 de 14 de septiembre de 2004, por un valor total a capital de doce millones trescientos diecisiete mil setecientos treinta pesos M.L ($12.317.730), mas los intereses legales del 6%. 

2. Las obligaciones objeto de cobro están soportadas en las Resoluciones Nos. 1018 del 27 de junio de 2003 la cual comprende la vigencia de 2002 por valor de $5.650.866 y en la Resolución No. 2094 del 14 de septiembre de 2004, la cual comprende las vigencias de 2000 por valor de $4.038.043 y por la vigencia de 2003 por valor de $2.628.821, para un total de $12.317.730. 

3. Con la entrada en vigencia de la Ley 1551 del 6 de julio de 2012, en aplicación a su articulo 47, mediante auto No. 261 del 8 de noviembre de 2012, se suspendió el proceso de Cobro coactivo en contra de dicho municipio, notificado personalmente al alcalde el señor Luis Alfonso Salas Cardona el día 23 de enero de 2013, el cual el mismo día mediante Oficio con radicado interno No. 000679 solicitó la liquidación de la deuda y como forma de pago manifestó que se cancelaría el valor total de la obligación y el 10% de los intereses causados de contado en una fecha a convenir. 

4. La estimación razonada de la cuantía asciende a la suma de DIECIOCHO MILLONES QUINIENTOS DIECISEIS MIL SETENTA Y CUATRO PESOS M.L. ($18.516.074), de los cuales $12.317.730 corresponden al capital y $6.198.344 a intereses del 6% anual

PRETENSIONES
Solicita la parte convocante que se ordene a pagar por parte del Municipio de Abriaqui – Antioquia, al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar el valor total del capital más los intereses legales causados a la fecha.
AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN

La audiencia de conciliación prejudicial se realizó el día 17 de abril de 2013, en el Despacho del Procurador 168 I Judicial para asuntos Administrativos, entre las partes, a través de los apoderados acreditados y en representación de sus mandantes, en la misma el apoderado de la entidad convocante manifiesta: 
“Solicita la entidad convocante que la convocada cancele el valor total de capital más los intereses legales causados a la fecha. Obligaciones de cobro que están soportadas en las Resoluciones N° 1018 del 27 de junio de 2003 la cual comprende la vigencia de 2002 por valor de $5.650.866 y en la Resolución N° 2094 del 14 de septiembre de de 2004 la cual comprende las vigencias del año 2000 por valor de $4.038.043 y por la vigencia del año 2003 la suma de $2.628.821 para un valor total de $12.317.730. El valor total de los interés a la fecha de realización de esta diligencia es la suma de $6’662.311.”

De la anterior propuesta se le da traslado al apoderado del Municipio de Abriaqui, el cual manifestó: 
“De conformidad con los valores anteriormente anotados, el municipio de Abriaqui propone como fórmula de conciliación y amparados en la Ley 1551 de 2011, que se pague el valor total del capital más el 10% del total de los intereses liquidados al momento de hacer el pago el cual se hará efectivo dentro del mes siguiente a la aprobación de esta diligencia. Respecto a si hubiere lugar a sanciones, amparados en la misma norma, el municipio pide la exoneración de las mismas con el único propósito de quedar a paz y salvo con la entidad convocante. En ese mismo ánimo conciliatorio dejamos a este Despacho un compromiso de pago de deuda escrito expedido por la Secretaria de hacienda y desarrollo económico de la localidad en el cual se expresa claramente que el pago se hará un mes posterior o dentro de un mes posterior contados a partir de la aprobación. En lo que atañe a las costas del proceso que esta presentado por un valor de $61.400 por parte del ICBF, el Municipio de abstiene de incluirlos en este arreglo de pago de conciliación y el mismo se hará ante la tesorería de la entidad acreedora, dejando la salvedad que no se harán con recursos del erario público.”
De lo anterior se le dio traslado al apoderado de la parte convocante ICBF quien manifestó: 

“En mi calidad de apoderado y obrando conforme a las facultades conferidas por el ICBF, acepto la propuesta formulada por el representante legal del municipio de Abriaqui a través de su apoderado. La aceptación de la disminución de los intereses en un 90% sobre la liquidación definitiva de los mismos que se cancelaran dentro del mes siguiente a la aprobación de la presente acta de conciliación se aceptan amparados en el acta #21 del primero de octubre de 2012, suscrita por el comité  de defensa judicial y conciliación del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR, en cuyo documento expresa que el factor de amortización de intereses a capital cuando se pagan dentro del primer mes será de un 90% y en caso de no pagarse el segundo mes solo se disminuirá en un 45%, y así sucesivamente conforme a la tabla que aparece aprobada en dicha acta, de la cual aporto copia. En consecuencia se acepta la propuesta en los términos presentados realizando el pago de la manera oportuna que se ha propuesto so pena de no aceptarse dicha propuesta si no se acoge a la tabla de exoneración de intereses conforme al acta antes mencionada.” 
Así las cosas el agente del Ministerio Publico señaló: 
“El procurador judicial considera que el anterior acuerdo contiene obligaciones claras, expresas y exigibles, en cuanto al tiempo, modo y lugar de su cumplimiento y reúne los siguientes requisitos: (i) la eventual pretensión contenciosa que se ha podido llegar a presentar no ha caducado. (art. 61, ley 23 de 1991, modificado por el art. 81, ley 446 de 1998); (ii) si bien es cierto, el acuerdo conciliatorio versa sobre acciones ejecutivas, se observa que se están acogiendo en su integridad las peticiones formuladas por la parte convocante; (iii) las partes se encuentran debidamente representadas y sus representantes tienen capacidad para conciliar; (iv) obran en el expediente las pruebas necesarias que justifican el acuerdo y (v) en criterio de esta agencia del Ministerio Publico, el acuerdo contenido en el acta no es violatorio de la ley y no resulta lesivo para el patrimonio del Municipio de Abriaquí, por lo que imparte su aprobación. (…)” 
Con base en lo manifestado por las entidades y los convocantes dicho acuerdo fue avalado por el agente del Ministerio Publico, el cual ordeno remitir al Juez Administrativo del Circuito para su aprobación. 

CONSIDERACIONES

A. Sustento probatorio del acuerdo:

- Solicitud de conciliación (Fls. 17 a 18)

- Solicitud de pago a través de conciliación del Alcalde de Abriaqui al ICBF. (Fl. 11)

- Poder otorgado por el representante legal de la convocante ICBF al abogado JAIME LEON CASAS JARAMILLO (Fls. 12 – 16)
- Resolución 1018 del 27 de junio de 2003, por la cual se declara deudor, se constituye en mora y se ordena el pago de una obligación por el Municipio de Abriaqui. (Fl. 19)

- Resolución 2094 de 14 de septiembre de 2004, por la cual se declara deudor del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, se le constituye en mora y se ordena el pago de una obligación al Municipio de Abriaqui. (Fl. 20-21)

- Resolución 12224 del 7 de noviembre de 2012, por medio de la cual se designa el funcionario ejecutor de la Jurisdicción Coactiva en el ICBF Regional Antioquia. (Fl. 22) 
- Auto del 12 de febrero de 2013 por medio del cual la Procuraduría 168 Judicial I para asuntos Administrativos, admite la solicitud de conciliación extrajudicial (Fl. 24)  
- Auto que avoca conocimiento del Despacho único de Jurisdicción Coactiva del ICBF, del 23 de febrero de 2006. (Fl. 35)

- Auto que libra mandamiento de pago del Despacho único de Jurisdicción Coactiva del ICBF, del 1 de marzo de 2006. (Fl. 36)

- Resolución No. 244 del 25 de noviembre de 2009, por medio de la cual se ordena seguir adelante con la ejecución. (fl. 39)

- Auto No. 261 del 8 de noviembre de 2012, por medio del cual se suspende el  proceso administrativo de Cobro Coactivo contra el Municipio de Abriaqui. (fls. 37 - 38)

- Acta No. 21 del comité de Defensa Judicial y Conciliación del ICBF,  de fecha 1 de octubre de 2012.  (fls. 40 a 72)
- Acta del Comité de Conciliación del Municipio de Abriaqui de fecha 12 de abril de 2013. (fls. 73 a 74)

- Liquidación del Crédito del Despacho Único de Jurisdicción Coactiva del ICBF de fecha 17 de abril de 2013. (fl. 75)
- Poder otorgado por la Contralora General de Antioquia a su apoderada para presentarse en Audiencia de conciliación. (fls. 76 a 80)
- Acta de posesión del señor LUIS ALFONSO SALAS CARDONA como alcalde del Municipio de Abriaqui. (fl. 81)

- Acuerdo No. 010 del 3 de diciembre de 2012, por medio del cual se aprueba el presupuesto general del Municipio de Abriaqui para la vigencia fiscal de 2013. (fls. 83 a 93) y compromiso de pago de deuda del Municipio de Abriaqui de fecha 12 de abril de 2013 de la Secretaria de Hacienda y Desarrollo Económico (fl. 95). 

- Acta de  Audiencia de Conciliación de la Procuraduría 168 Judicial I para asuntos Administrativos de fecha 17 de abril de 2013 (Fl. 96 a 98) 
B. Análisis del objeto de la conciliación 
La conciliación es un mecanismo alternativo de solución de conflictos por la cual dos o más personas naturales o jurídicas resuelven sus conflictos ante un tercero conocido como conciliador. La ley dispone, que los asuntos susceptibles de conciliación son aquellos que sean transigibles, desistibles y aquellos que expresamente determine la ley.  Así mismo clasifica la conciliación en judicial y extrajudicial.  

De manera reiterada el Consejo de Estado ha señalado que el acuerdo conciliatorio prejudicial se somete a los siguientes supuestos de aprobación: 

a. La debida representación de las partes que concilian. 

b. La capacidad o facultad que tengan los representantes o conciliadores para conciliar. 

c. La disponibilidad de los derechos económicos enunciados por las partes. 

d. Que no haya operado la caducidad de la acción. 

e. Que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación. Esto es, que obren las pruebas que fundamenten las pretensiones que se aducen en la solicitud de conciliación.  

f. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para el patrimonio público (artículo 73  y 81 de la Ley 446 de 1998). 

Conforme a lo anterior también se debe tener en cuenta que para proceder a realizar un acuerdo conciliatorio y para que este sea aprobado por el Juez Contencioso Administrativo, el objeto materia de la conciliación debe tratarse sobre asuntos conciliables y que sean del objeto de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, dado que debe tenerse en cuenta para efectos de su aprobación la eventual acción contenciosa que se hubiere podido llegar a presentar. 
Para el efecto se debe recordar que con el Acta del 17 de abril de 2013, de la cual se pretende su aprobación se concilió el pago de la totalidad del capital adeudado por el Municipio de Abriaqui al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF, suma que asciende a doce millones trescientos diecisiete mil setecientos treinta pesos M.L ($12.317.730), mas el 10% de los intereses legales liquidados al momento de hacer el pago, lo anterior por concepto de aportes parafiscales no pagados establecidos en las resoluciones No. 1018 de 27 de junio de 2003 con vigencia del año 2002 y No. 2094 del 14 de septiembre de 2004 con vigencia de los años 2000 y 2003  del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y con las cuales se constituyó como deudor al mencionado municipio, se constituyo en mora y se le ordeno el pago de la obligación. 

Así mismo se observa que el día 23 de febrero del año 2006, el Despacho Único de Jurisdicción Coactiva del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar Regional Antioquia avocó conocimiento del procedimiento administrativo de cobro coactivo (Fl. 35)  y fue por lo cual el día primero (1°) de marzo del mismo año se libró mandamiento de pago por dichas sumas y con base en dichas resoluciones por la vía ejecutiva de Jurisdicción Coactiva (Fl. 36). 

De la  misma forma mediante Resolución No. 244 del día Veinticinco (25) de noviembre de 2009 (Fl. 39), se ordenó seguir adelante con la ejecución dado que el mandamiento ejecutivo  quedó debidamente ejecutoriado el día 22 de abril de 2009, tal y como se menciona en dicha resolución, y se ordeno el secuestro, avalúo y remate de un bien propiedad del Municipio ejecutado, suspendiéndose dicho proceso de cobro coactivo mediante Auto 261 del 8 de noviembre de 2012 (Fls. 37 a 38) en razón a la Ley 1551 de 2012.  

De lo anterior observa el Despacho que  conforme lo ha señalado el Consejo de Estado en diversas decisiones “… La Jurisdicción Coactiva constituye una prerrogativa otorgada por la ley a las autoridades administrativas para que éstas, sin necesidad de acudir ante la jurisdicción ordinaria, puedan hacer efectivos los créditos a su favor.”
, trámite en el cual, según se establecía con el Código Contencioso Administrativo Decreto 01 de 1984 en los artículos 133 y 134C, el Tribunal o el Juez Administrativo, según el caso, actuaban como superiores funcionales y  jerárquicos de la administración.
De la misma forma se pronunció el Consejo de Estado mediante auto de fecha 25 de octubre de 2007, en Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección Primera, Consejero Ponente: Camilo Arciniegas Andrade, en la cual se señaló lo siguiente: 
“Para la Sala, la jurisdicción coactiva autorizada en el artículo 68 CCA es una atribución de carácter jurisdiccional puesta en manos de las autoridades administrativas, quienes podrán tomar las providencias propias del juicio ejecutivo, incluida la sentencia, y contra las cuales procederá el recurso de apelación ante los tribunales y jueces administrativos, según el caso (arts. 133-2 y  134C-1 CCA). Según lo expuesto, la resolución acusada es un acto jurisdiccional de la Asociación, solamente impugnable dentro del proceso ejecutivo por jurisdicción coactiva” (Negrilla fuera del texto)
Según lo anterior se observa que la jurisdicción coactiva tiene las mismas etapas de un proceso ejecutivo pero en sede administrativa y dicha atribución es de carácter jurisdiccional de lo cual es procedente establecer que los actos dictados dentro de dicho proceso de Jurisdicción coactiva, no son en si mismos actos administrativos sino actos jurisdiccionales dictados por la administración, para lo cual es pertinente establecer que dichos actos están excluidos del control de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa con base en el articulo 105 de la Ley 1437 de 2011 la cual establece en su numeral 2, lo siguiente: 
“La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo no conocerá de los siguientes asuntos: 

2. Las decisiones proferidas por autoridades administrativas en ejercicio de funciones jurisdiccionales, sin perjuicio de las competencias en materia de recursos contra dichas decisiones atribuidas a esta jurisdicción. Las decisiones que una autoridad administrativa adopte en ejercicio de la función jurisdiccional estarán identificadas con la expresión que corresponde hacer a los jueces precediendo la parte resolutiva de sus sentencias y deberán ser adoptadas en un proveído independiente que no podrá mezclarse con decisiones que correspondan al ejercicio de función administrativa, las cuales, si tienen relación con el mismo asunto, deberán constar en acto administrativo separado.” (Negrilla fuera de texto).  
Ahora bien, de la misma forma se encuentra que los actos administrativos expedidos en sede de Jurisdicción coactiva y habida consideración que ya se encuentran en tramite de ejecución dentro de la administración no pueden ser ejecutados ante el Juez Contencioso, máxime cuando el articulo 104 de la misma Ley 1437 de 2011 (CPACA), dispone en el objeto de la Jurisdicción Contenciosa en su numeral 6 que esta conocerá de los siguientes procesos: “6. Los ejecutivos derivados de las condenas impuestas y las conciliaciones aprobadas por esta jurisdicción, así como los provenientes de laudos arbitrales en que hubiere sido parte una entidad pública; e, igualmente los originados en los contratos celebrados por esas entidades.” de lo cual se observa que no se contempla dentro de su objeto los ejecutivos originados de actos administrativos. 
Lo anterior conserva lógica dada la facultad coactiva que tienen algunas entidades para ejecutar sus propios actos en sede administrativa, tal y como se mencionó con anterioridad y consagrada en el artículo 98 de la ley 1437 ibídem el cual dispone que “Las entidades públicas definidas en el parágrafo del artículo 104 deberán recaudar las obligaciones creadas en su favor, que consten en documentos que presten mérito ejecutivo de conformidad con este Código. Para tal efecto, están revestidas de la prerrogativa de cobro coactivo o podrán acudir ante los jueces competentes.”, así las cosas entre los documentos que prestan merito ejecutivo se encuentran según el articulo 99 ibídem: “Todo acto administrativo ejecutoriado que imponga a favor de las entidades públicas a las que alude el parágrafo del artículo 104, la obligación de pagar una suma líquida de dinero, en los casos previstos en la ley.”
Es así como los actos administrativos de los cuales se pretende su conciliación, constituyen obligaciones claras, expresas y exigibles y pueden cobrarse ejecutivamente por jurisdicción coactiva. Lo que significa que la entidad acreedora puede hacer efectiva la obligación a su favor adelantando un juicio ejecutivo, sin necesidad de presentar una demanda ante la Jurisdicción Contenciosa, máxime como se encuentra probado en el plenario que el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar adelanta el proceso de cobro coactivo contra el Municipio de Abriaqui, objeto de la presente conciliación. 
Por último es importante establecer que si bien el proceso de jurisdicción Coactiva iniciado por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar en contra del Municipio de Abriaqui fue suspendido mediante Auto No. 261 de 8 de noviembre de 2012, para efectos de cumplir lo dispuesto por el articulo 47 parágrafo transitorio que dispone que: “Los procesos ejecutivos actualmente en curso que se sigan contra los municipios, en cualquier jurisdicción, cualquiera sea la etapa procesal en la que se encuentren, deberán suspenderse y convocarse a una audiencia de conciliación a la que se citarán todos los accionantes, con el fin de promover un acuerdo de pago que dé fin al proceso. Se seguirá el procedimiento establecido en este artículo para la conciliación prejudicial. (…)”; conforme a todo lo establecido anteriormente dicha audiencia de conciliación debía ser realizada dentro del mismo proceso ejecutivo de cobro coactivo y no le era dado a la agencia del Ministerio Publico adelantar audiencia de conciliación prejudicial o extrajudicial, toda vez que el ejecutivo que resulta de las resoluciones cuyo pago fue conciliado no es de competencia de la Jurisdicción administrativa. 
Así las cosas y bajo los anteriores argumentos reitera el Despacho que los actos administrativos de los cuales se pretende su ejecución están excluidos del objeto de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, toda vez que ya se encuentran siendo ejecutados en un proceso ejecutivo en sede administrativa de cobro coactivo, razón por la cual no podría haber duplicidad de acciones ejecutivas, y no procede la conciliación sobre dichas resoluciones para lo cual observa el Despacho que lo procedente es declararse inhibido para conocer del fondo de dicha conciliación, pues el asunto no es susceptible de control judicial.   
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN, 

RESUELVE:

PRIMERO: INHIBIRSE para resolver de fondo la presente conciliación, de conformidad con la parte motiva de esta providencia. 
SEGUNDO: DEVOLVER los anexos a la parte interesada sin necesidad de desglose.
TERCERO: En firme esta providencia, pase el expediente para su archivo previa anotación en el sistema de gestión.

NOTIFÍQUESE

GERARDO HERNÁNDEZ QUINTERO
JUEZ

NOTIFICACIÓN POR ESTADO


JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN





CERTIFICO: En la fecha se notificó por ESTADO el auto anterior.


Medellín, 9 DE MAYO DE 2013. Fijado a las 8:00 A.M.











MARIA VICTORIA ALEAN JIMENEZ 


Secretaria 
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